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Resumen
La modernización de la Administración pública lleva a la revisión de sus procesos de
actuación. En el caso de las Administraciones electorales, cuya principal naturaleza
consiste en ser garantes del proceso electoral, la incoporación de las tic debe hacerse de
modo cauteloso y centrarse en sus relaciones con la ciudadania y, especialmente, con los
sujetos activos del proceso electoral. Este enfoque resulta útil, igualmente, para abordar
ciertas modificaciones determinados aspectos organizativos y funcionales de la
administración electoral.

Resum
La modernització de l’administració pública porta a la revisió dels seus processos
d’actuació. En el cas de les administracions electorals, la principal naturalesa de les quals
consisteix a ser garants del procés electoral, la incorporació de les tic ha de fer-se de
manera cautelosa i centrar-se en les seues relacions amb els ciutadans i, especialment,
amb els subjectes actius del procés electoral. Aquest enfocament resulta útil, igualment,
per a abordar certes modificacions de determinats aspectes organitzatius i funcionals de
l’administració electoral.

Abstract
The modernisation of public administration leads to the revision of its procedures.
In the case of electoral administration, whose main aim is to safeguard the electoral
process, the incorporation of ict should be done with care and focussing on the
relationship with the population and especially those active in the electoral process.
This approach is useful in the analysis of modifications of certain organisational and
functional aspects of electoral administration.
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I. Introducción

La organización de un proceso electoral se constituye en uno de los elementos clave del
sistema democrático. La intervención de la ciudadanía y de las Administraciones públi-
cas, así como la creación de órganos de naturaleza especial que contribuyen al buen desa-
rrollo del procedimiento electoral, como las Juntas Electorales, son una de las carac-
terísticas de las sociedades democráticas avanzadas y, en este contexto, tienen sentido
los planteamientos de modernización tecnológica de diversos aspectos de los citados
procedimientos electorales.

En el Ordenamiento constitucional, los principios básicos del procedimiento elec-
toral sirven de clave de bóveda para la regulación de los procesos electorales, en fun-
ción del reparto competencial sobre esta materia entre el Estado ylas Comunidades
Autónomas. En este marco los nuevos entornos normativos relacionados con las Tec-
nologías de la Información y la Comunicación (en adelante, tic), como la Ley de Admi-
nistración Electrónica, la Ley de Firma Electrónica y la Ley de Protección de Datos,
plantean una serie de responsabilidades a las Administraciones públicas en aras de la
mejora de las actuaciones y los procesos administrativos también en el ámbito electoral.

Estos planteamientos de modernización llevan a la revisión de los procesos de
actuación de las Administraciones electorales y de sus relaciones con la ciudadanía y,
especialmente, con los sujetos activos del proceso electoral. Este enfoque resulta útil,
igualmente, para abordar ciertas modificaciones determinados aspectos organizativos
y funcionales de la administración electoral sobre los que la doctrina especializada y
el Consejo de Estado (2009, p. 3) han llamado la atención.

El compromiso de la Administración en la introducción, uso y generalización de
las nuevas tecnologías de la información en los procesos electorales debe ser superior
al que existe en otros procesos administrativos en cuanto que el proceso electoral
garantiza la formación del Parlamento como expresión directa de la soberanía popu-
lar debe mantener una relación inmediata con los ciudadanos que han determinado
su composición.

En este artículo, centrando el objeto de análisis en la actividad de las Juntas Elec-
torales autonómicas y partiendo de su especial naturaleza, de la puesta en práctica de
los principios de buena administración, trasparencia y participación, se plantean un
conjunto de objetivos tecnológicos para las Juntas Electorales como son la posible
identificación de sus sedes electrónicas, los aspectos más relevantes de la influencia
de internet en el proceso electoral, la eventual creación de registros electrónicos y la uti-
lización de la firma electrónica, excediendo del ámbito del mismo la debatida cuestión
del voto electrónico.
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II. La Administración electoral y los regímenes electorales
autonómicos

En el marco del reparto competencial realizado por la Constitución en materia elec-
toral,1 los regímenes electorales autonómicos se describen en el marco de los princi-
pios constitucionales, el artículo 152.1 ce, el artículo 1.2 loreg, las disposiciones de
los Estatutos de Autonomía y las leyes electorales autonómicas.2

Como es conocido, la organización institucional autonómica, de acuerdo con el
artículo 152.1 ce, se basará en una Asamblea Legislativa con un doble carácter: demo-
crática (elegida por sufragio universal) y de representación proporcional (que asegu-
re la representación de diversas zonas del territorio). Entre otras cuestiones, la mate-
rialización del concepto de representación política requiere de la proporcionalidad
por factores sociales, culturales o territoriales.3
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1 En el marco constitucional general de la participación política, se
retienen «las líneas fundamentales de la jurisprudencia constitucional
sobre el derecho de sufragio y el régimen electoral, de especial significa-
ción, dado que nuestra Constitución, aun habiendo adoptado en materia
electoral una serie de decisiones fundamentales –con mayor intensidad
que otras Constituciones de nuestro entorno–, ha dejado al legislador un
amplio margen no sólo en materia de organización y administración elec-
torales, donde su libertad de actuación es ciertamente acusada, sino tam-
bién en relación con el propio sistema electoral, lo que de algún modo acre-
cienta en la misma medida la necesidad de la interpretación constitucional»
(Consejo de Estado 2009, p. 13). Como apunta Arévalo (2009, p. 213), es un
lugar común en nuestra doctrina afirmar que el Constituyente optó por
dar un tratamiento especial al núcleo del Derecho electoral, incoporando
principios básicos en la norma cúspide del Ordemiento jurídico, lo que,
además, confiere a dichos principios una notable estabilidad, derivada de
su superioridad formal y material.

2 Gavara de Cara (2003, p. 74) desarrolla la aplicación de los principios
constitucionales de derecho electoral en los regímenes electorales auto-
nómicos de igualdad electoral, neutralidad y lealtad para impedir el fal-
seamiento de la voluntad electoral y presunción iuris tantum de legalidad
del acto de la Administración Electoral; seguridad electoral como concre-
ción del principio de seguridad jurídica; publicidad de todos los actos y
trámites del procedimiento; y libertad de concurrencia y deber de colabo-
ración con el proceso electoral de todo poder público y todo ciudadano.
Biglino (2009, p. 15) considera que Estatutos y leyes autonómicas tienen
un amplio margen en función de lo dispuesto en el art. 147.2 c) y 148.1 ce.
En este marco, la doctrina describe una serie de elementos comunes en los
sistemas electorales autonómicos como son la fórmula proporcional y
variante d’Hondt, la circunscripción provincial salvo excepciones y cuota
mínima de escaños por circunscripción muy alta; la barrera electoral 3 o 5
por ciento por circunscripción salvo excepciones; y un número de diputa-
dos suficientemente elevado para buen funcionamiento del sistema pro-
porcional (Torres del Moral 2009, p. 222). 

3 La proporcionalidad se convierte en causa de potencial desigual-
dad en el sufragio queda justificada por la eficacia de los centros de decisión
y la adecuada representación de los diferentes territorios. En todo caso, se

proponen como criterios para determinar la validad de las desigualdades
generadas: la razonabilidad de la medida, la proporcionalidad global, la
proporcionalidad aproximada no exacta ni matemática, de acuerdo con
otros elementos del sistema (número de escaños) y la igualdad de voto en
relación con los elementos del propio sistema electoral, no respecto de otros
sistemas o fórmulas. La barrera mínima electoral se ha introducido direc-
tamente mediante el Estatuto de Autonomía o en ocasiones mediante la
ley electoral autonómica.Gavara de Cara (2007, p. 69) sostiene que hay dis-
paridad en cuanto a la cuantía porcentual del número requerido, ya que
generalmente un 3 por ciento cuando está prevista la aplicación supletoria
del derecho estatal en el caso del País Vasco, Cataluña, Galicia, Andalucía y
Aragón; o un 5 por ciento generalmente establecido en las disposiciones
transitorias de los Estatutos. En general, su aplicación se realiza a cada cir-
cunscripción siguiendo los criterios de las elecciones al Congreso de los
Diputados en la mayoría de las supuestos, aunque en ocasiones se admite
que se aplique al conjunto del territorio autonómico, frecuentemente moti-
vada por tratarse de un supuesto de circunscripción única, aunque no siem-
pre es así (casos de Asturias, Cantabria, La Rioja, Valencia, Murcia, Castilla-
La Mancha, Navarra) y en otras se aplica una dualidad de barreras de carácter
alternativo (Canarias exige el 6 por ciento a nivel autonómico o el 30 por cien-
to de los votos a candidaturas que se presente en una única circunscrip-
ción), que en realidad encierra una barrera alternativa, ya que no se aplica
en el caso de Canarias a la lista más votada de cada circunscripción (cada una
de las islas).En su día, afirmó Franch (1993, p. 898) que la barrera del 5 por
ciento (en relación a la fijada en el eacv) se acomodaba difícilmente con el
artículo 23 el texto constitucional y cabría recurso por vulneración de dere-
chos fundamentales. En el caso de la Comunidad Valenciana, se produce un
debate mediático y político singular respecto a esta cuestión con carácter
previo a cada proceso electoral autonómico. Tras la reciente reforma esta-
tutaria, la barrera quedó fijada en la Ley electoral autonómica y fue aplicada
directamente en el Decreto de disolución de Cortes y convocatoria de elec-
ciones, tras haber consultado a la Junta Electoral Autonómica sobre esta
cuestión. El debate se trasladó a sede judicial donde, en Sentencia del tsjcv,
Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección primera, de 25.5.2007, asun-
to 32/2007, se resolvió la validez del Decreto 4/2007 del President de la
Generalitat de disolución de Les Corts y convocatoria de elecciones a Les Corts,



Gavara de Cara (2003, p. 15) considera competencia exclusiva de las ccaa el marco
territorial de la elección, el número de escaños de la Asamblea y los criterios de distri-
bución territorial y la fórmula electoral que traduzca los votos en escaños. Para Gava-
ra de Cara, el resto de las fases pueden considerarse competencia compartida o concurrente
en la que se deberá respetar la normativa básica del Estado (sujetos activos y pasivos,
Administración Electoral; presentación de candidaturas y proclamación de candida-
tos; campaña electoral; procedimiento electoral y de votación; escrutinio y financiación
de las elecciones, sistema de garantías contencioso-electoral y derecho penal electo-
ral). 

Estas afirmaciones parten del hecho de que, de conformidad con su artículo 1.2, la
loreg es de aplicación en los términos de su Disposición Adicional Primera a las Asam-
bleas de las ccaa y es de aplicación supletoria a legislación autonómica en la materia.4

Respecto a la Administración electoral, se afirma que la creación de las Juntas elec-
torales autonómicas se excluye claramente del régimen electoral general, en cuanto a
condiciones básicas que respalden la fijación del principio de igualdad en los procesos
electorales (García Soriano 2004, p. 273)

De este modo, es compartido que las disposiciones estatutarias en materia electoral
son expresión de la competencia originaria de autorganización (arts. 148.1.1 y 147.2.c ce)
y no se consideran excepciones al régimen electoral general. No obstante, para Gava-
ra de Cara (2003, p. 19) la competencia exclusiva de las ccaa para regular el sistema
electoral de su propia Asamblea Legislativa se ha convertido por vía de la disposición
transitoria 1.2 de la loreg en una competencia limitada o restringida.5

189l a  a d m i n i s t r a c i ó n  e l e c t o r a l  a u t o n ó m i c a  a n t e  l a s  t i c

por considerar que no se produjo vulneración del artículo 82 y del 152.1 ce por
remitirse tácitamente al «bloque normativo existente en la actualidad, sin-
gularmente, el artículo 12.a) y 20 d ) de la Ley Electoral Valenciana 1/1987)».
Al cierre de este artículo no se conoce el resultado del recurso interpuesto
a esta Sentencia. En este debate sobre la proporcionalidad y las barreras
electorales, Rios Rul (1993, p. 720) considera que la barrera es una de las
técnicas del parlamentarismo racionalizado y un factor corrector de la pro-
porcionalidad pura. En este debate de las barreras electorales, en el seno
del Convenio Europeo de Derechos Humanos, se ha considerado que una barre-
ra del 5 por ciento garantiza la representación política de las minorías
‹http://www.venice.coe.int/docs/2005/CDL-AD(2005)009-f.asp›. En el ámbi-
to comunitario, también ha habido pronunciamientos al respecto del prin-
cipio de proporcionalidad y las barreras electorales con motivo de los deba-
tes sobre el acceso de Turquía a la ue y las barreras del sistema electoral
turco y su efecto en la representación de las minorías kurdas. En estos deba-
tes, el Parlamento Europeo ha propuesto, para el caso de la incorporación
a la ue de Turquía, el descenso de la barrera del 10 por ciento que impide
una mayor representación de partidos del Kurdistán (véase Parlamento
Europeo, Informe 2009 sobre Turquía [p7_ta-prov(2010)0025] accesible
en ‹http://www.europarl.europa.eu/sides/getDoc.do?pubRef=-
//EP//TEXT+TA+P7-TA-2010-0025+0+DOC+XML+V0//FR›.

4 En particular, la Disposición Adicional Primera establece que lo
dispuesto en la loreg se entiende sin perjuicio del ejercicio de las compe-
tencias reconocidas, dentro del respeto a la ce y la propia loreg, a las ccaa
en sus eeaa y determina los artículos de aplicación a las elecciones a las
Asambleas autonómicas, siendo el resto de disposiciones supletorias de la
legislación electoral autonómica. En concreto la Disposición Adicional Pri-
mera considera de aplicación a las elecciones autonómicas las disposicio-
nes de la loreg relativas al Sujeto Activo y Sujeto Pasivo, Administración
Electoral, Censo, Constitución de Mesas y secciones, condiciones para la
presentación de candidaturas, campaña y espacios de propaganda, formas
de votación y procedimiento electoral, control judicial de las elecciones,
gatos electorales y control de la contabilidad y delitos, infracciones y pro-
cedimiento judicial para su sanción. Gavara de Cara (2003, pp. 54-59) cri-
tica que la loreg favorece a los partidos mayoritarios y considera que no
era necesario reconocer las competencias autonómicas en materia electo-
ral a través de una cláusula de sin perjuicio.

5 Este mismo autor (2003, p. 13) considera que las competencias auto-
nómicas en materia electoral son originarias, derivadas directamente de
la voluntad constitucional y establecida en los respectivos eeaa sin que
puedan considerarse excepciones al régimen electoral general. Hasta el
2006 ha existido una homogeneidad en torno al contenido que se limita-
ba a las líneas generales de la elección de la Asamblea: la denominación y



Partiendo del significado del principio dispositivo y del lugar que la ce reserva a
los Estatutos de Autonomía en el Ordenamiento jurídico constitucional, se echa de
menos por la doctrina una mención estatutaria a las Juntas Electorales Autonómicas.
Son nuevos Estatutos con viejos sistemas electorales, apunta Presno (2007, p. 127). Aun-
que se ha afirmado también, respecto a alguna reforma estatutaria de 2006, que ha
convertido el Estatuto en un auténtico Código electoral con el fin de blindar el siste-
ma electoral autonómico (Biglino 2009, p. 21).

En consecuencia, las leyes electorales autonómicas son la norma en la que regular
las Administraciones electorales, creando incluso la Junta Electoral autonómica, en
el margen de sus competencias para concluir la tarea iniciada en el respectivo Estatu-
to de Autonomía de definir régimen electoral de cada Asamblea.

Con este fin, ha de afirmarse que el artículo 8.2 de la loreg se refiere a la eventual
constitución de las Juntas Electorales de Comunidad Autónoma, cuya composición y
competencias se suelen perfilar en las correspondientes leyes autonómicas.

Aunque el término «Administración electoral autonómica» encubre una pluralidad
de órganos, de discutida extensión para la doctrina ( Marazuela 2010, pp. 403 y 408),
el objetivo de este apartado del artículo se concluye con la identificación de las Juntas
Electorales autonómicas en punto de referencia para la incorporación de las tic al pro-
ceso electoral.6
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composición de la misma; la duración del mandato representativo; la cir-
cunscripción, el sufragio activo (condición política de miembro de Comu-
nidad Autónoma) y pasivo; las reglas de convocatoria, periodos de man-
dato, procedimiento y sistema electoral, debates en campaña; la igualdad
del voto en el aspecto territorial y de género en las listas electorales; los cri-
terios de representación territorial diversos; y la remisión continua a la Ley
electoral propia, que habitualmente requiere de mayorías cualificadas. Así,
en cuanto a la composición, como señala Gavara de Cara (2003, p. 65), ésta
está regulada directamente en el Estatuto de Autonomía pero nunca con carác-
ter definitivo, ya que éste se remite a la ley autonómica. Frecuentemente,
los Estatutos fijan un número mínimo y otro máximo de miembros de la
Asamblea legislativa y remiten a la determinación exacta a la ley autonó-
mica. Sobre la circunscripción, en algunos Estatutos de las Comunidades
uniprovinciales se determina su carácter de única (Madrid, La Rioja, Can-
tabria) y en otros casos, como el de Navarra, por ley. En todas las ccaa plu-
riprovinciales se adoptan circunscripciones múltiples y se determina en el
Estatuto de Autonomía (País Vasco, Andalucía, Cantabria, La Rioja, Ara-
gón, Castilla La Mancha, Canarias, Extremadura, Castilla y León, Comunidad
Valenciana, Galicia, Asturias, Murcia, Navarra, e Islas Baleares). Respecto
a la asignación de escaños, en algunos casos se determina en el Estatuto
(País Vasco y Canarias) o en la ley (Islas Baleares) o se establece una fórmu-
la mixta (número de escaños por circunscripción y resto en proporción a la
población (Comunidad Valenciana, Extremadura y Castilla y León). En
algunas Comunidades la presentación de candidaturas en listas cerradas y

bloqueadas consta en el Estatuto, como son los casos de Comunidad Valen-
ciana, Madrid y Canarias. En relación con la barrera electoral, ésta suele
figurar en el ea o en la ley electoral. La barrera electoral del 3 por ciento, suple-
toria de la loreg, rige en el País Vasco, Cataluña, Galicia, Andalucía y Ara-
gón. En el caso de la Comunidad Valenciana, Asturias, Cantabria, La Rioja,
Murcia, Castilla-La Mancha y Navarra el 5 por ciento consta en el Estatuto
o en la Ley electoral y, por último, existen casos de 2 barreras alternativas
como Canarias, donde se fija 6 por ciento o el 30 por ciento de votos en la
circunscripción. Lázaro Riol (2000, p. 240) considera que en Canarias y en
el País Vasco se ha producido una acusada desproporción en la relación
entre escaños y población. En la Comunidad Valenciana, el criterio es nove-
doso puesto que el reparto de escaños (cociente resultante de la división
entre escaños y habitantes que actúa como divisor en cada circunscripción)
aunque el elevado número de escaños reservado para cada circunscripción
distorsiona la igualdad. En Madrid, La Rioja, Asturias, Cantabria y Nava-
rra prescinden del criterio territorial y se reparten los escaños en distrito único.

6 Subraya el Consejo de Estado (2009, p. 240) sobre la integración de
las Juntas Electorales de Comunidad Autónoma en la denominada por la
loreg Administración electoral que el tc considera que todas las Juntas se
integran en una organización administrativa general para todo el territo-
rio nacional y han de responder a un esquema de integración personal, de
determinación competencial y de funcionamiento orgánico que no puede
dejar básicamente el mismo en todos los casos (entre otras, vid. sentencias
80/2002, de 8 de abril, 83/2003, de 5 de mayo, y 26/2004, de 26 de febrero). 



1. La naturaleza de la Administración electoral autonómica

La Administración electoral tiene, tal y como establece el artículo 8.1 de la loreg, como
finalidad garantizar la transparencia y objetividad del proceso electoral y del princi-
pio de igualdad. Como ha señalado el Tribunal Constitucional, la naturaleza de la
Administración electoral se constituye en garantía de transparencia y objetividad de
las elecciones y del proceso democrático (sstc 154 y 197/1988 y 83/2003). 

Aunque describe la Administración electoral como una administración comple-
ja, jerarquizada y aún en proceso de institucionalización, Pascua (2007, p. 129) consi-
dera que lo delicado del proceso electoral, del que toda sombra de sospecha debe que-
dar borrada, es la base de la especial naturaleza de la misma, aunque desarrolle otras
actividades no tan centrales pero igualmente necesarias.

En este contexto, la doctrina coincide, en relación con la Administración electo-
ral, se considera lógico potenciar las administraciones electorales autonómicas como
administración independiente aunque supeditada funcionalmente a la Junta Electoral
Central, lo que ha de conducir necesariamente a la asunción de la competencias por parte
de las Comunidades Autónomas. La doctrina, como se examina posteriormente, lamen-
ta la escasa o nula mención estatutaria a la Junta Electoral Autonómica y la limitada y homo-
génea regulación de la misma (composición, organización y funcionamiento) por el
legislador electoral autonómico en los casos en los que esto ha tenido lugar ya que hay
Comunidades que no la han regulado (Asturias, Navarra y Madrid). Otro de los aspec-
tos sujetos a reflexión es la determinación del carácter permanente de las Juntas elec-
torales autonómicas.7

2. Breve referencia a las competencias de las Juntas Electorales autonómicas

Como apunta García Soriano (2005, pp. 281 y ss), la regulación de las competencias de
las Juntas Electorales de las Comunidades Autónomas ha producido en algunos casos,
una notable confusión entre las competencias asignadas por la loreg a la Junta Elec-
toral Central y las que las leyes electorales autonómicas han dispuesto a favor de las Jun-
tas Electorales de las Comunidades Autónomas. 

En este sentido, Marazuela (2010, p. 427) confirma que la legislacion electoral auto-
nómica ha absorvido para sus Juntas Electorales en las elecciones autonómicas en buena
medida las competencias que la loreg asigna a la Junta Electoral Central en relación
con la resolución de consultas de las Juntas Provinciales (jep) o de Zona y las quejas, recla-
maciones y recursos que se le dirijan; el ejercicio de la potestad o jurisdiccion disci-
plinaria sobre las personas que intervienen con carácter oficial en las operaciones elec-
torales; la correción de las infracciones que se produzcan en el proceso electoral siempre
que no sean constitutivas de delito; la distribución de los espacios gratuitos de propaganda
electoral en el ámbito de la Comunidad, etc.
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7 No obstante, en la mayoría de
los casos, la propia realidad de las
Juntas Electorales es que permane-
cen inactivas salvo para actuaciones
aisladas relativas a la recepción de
comunicaciones de la Junta Elec-
troral Central o respecto a las actas
de diputados electos en los casos en
los que corren las listas por defun-
ciones, renuncias, etc.



Igualmente, apunta la letrada, la legislación autonómica ha asignado otras com-
petencias más específicas como son la de cursar instrucciones de obligado cumplimiento
a las Juntas Electorales Provinciales; la de revocar decisiones de las citadas jep cuando
se opongan a la interpretación realizada por la Junta Electoral Central o la Junta Elec-
toral de la Comunidad Autónoma y la de unificar los criterios de las jep; la de expedir
credenciales a los diputados autonómicos electos y, en el caso de vacante, por falle-
cimiento, incapacidad o renuncia de los diputados autónomicos durante el trascurso
de la legislatura; la de aprobar los modelos de actas de constitución de las Mesas elec-
torales, de escrutinio, de sesión, de escrutinio general y de proclamación de electos; la
de determinar y declarar en las elecciones autonómicas qué candidatos han superado
la barrera electoral fijada por la legislación electoral autonómica; la de garantizar el ejer-
cicio de las libertades públicas durante el proceso electoral, etc.

Recientemente, el Informe del Consejo de Estado sobre las modificaciones del
Régimen Electoral plantea modificaciones en las competencias de las Juntas Electorales
Autonómicas para el caso de que fragüe la propuesta de cambio de circunscripción
electoral de provincial a autonómica.8

Con carácter general la doctrina ha criticado la homogeneidad y uniformidad de
las leyes electorales autonómicas y, en lo que afecta al objeto de este estudio, ha coin-
cido en señalar que es la norma autonómica en materia electoral en la que se debe desa-
rrollar la regulación y competencias de la Junta Electoral Autonómica y, en algunos casos
ha admitido que cabría regular la forma del ejercicio del voto e introducir el voto elec-
trónico, como sistema de voto presencial a través de medios informáticos para facili-
tar el escrutinio (Presno 2007, p. 130 y Gálvez 2009, p. 191) pese a que la Resolución
22.5.2007 de la jec afirmó que no hay habilitación legal.9
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8 El papel de estas Juntas habría de verse, con toda probabilidad, afec-
tado si se opta por la división en circunscripciones autonómicas y espe-
cialmente si tal división se configura como único nivel. En tal sentido, sería
necesario modificar la regulación vigente (singularmente, artículos 219 y
siguientes de la loreg) e introducir los ajustes pertinentes en la legisla-
ción autonómica; labor que resultaría más complicada –y que incluso podría
exigir una reforma de mayor calado– en el caso de que se optase por una de
las dos propuestas de una configuración asimétrica o abierta del mapa elec-
toral, pues ello podría suponer, al menos tomando como punto de partida
el marco normativo vigente, situar a un mismo nivel órganos de la Admi-
nistración electoral que tienen distintos ámbitos de actuación. La opción
de dividir el territorio en cuatro o cinco circunscripciones requeriría asimismo
una reforma de mayor entidad pues, previsiblemente, sería preciso intro-
ducir una organización ad hoc.

9 Esta labor de los Parlamentos autonómicos ha dado lugar a pro-
ductos legislativos de contenido homogéneo, estable y reiterativo de la
loreg. En algún caso, este trabajo ha supuesto la elevación a rango de ley
de disposiciones reglamentarias, aspecto que ha sido objeto de crítica. Las
excepciones a esta regla general son los casos del País Vasco cuya Ley Elec-
toral es anterior a la loreg y 2 resoluciones de la Junta Electoral del País Vasco

la adaptan a la misma; de Cataluña, donde al no existir una Ley electoral
vigente, la disposición adicional del Decreto de convocatoria del President
de la Generalitat Catalana establece que se regirán por Disposición Transi-
toria 4 del Estatuto de Autonomía, la loreg (régimen electoral general) y
otras disposiciones legales de aplicación; y de Canarias cuya Ley contiene
únicamente los mecanismos de organización y procedimiento electoral.
La posibilidad de exigir mayorías cualificadas para la adopción de las leyes
electorales autonómicas ha otorgado una estabilidad a las mismas porque
han garantizado la continuidad en el ejercicio del poder. La doctrina no ha
sido benévola con las leyes electorales autonómicas. Como apunta Biglino
(2009, pp. 22 y 39), el escaso ámbito dejado al legislador autonómico elec-
toral ha supuesto críticas doctrinales pero no considera negativo el hecho
de que hay principios comunes porque autonomía no significa necesariamente
diversidad y la situación aporta estabilidad y permanencia. Presno (2007,
pp. 114 y 135) afirma que el contenido de las leyes electorales autonómicas es
redundante, reglamentario y minimalista. Para Alvarez Conde (2009, p. 89)
son uniformes. Garrorena (2008, p. 68) considera que las leyes electorales
autonómicas responden a un patrón similar (30 o 40 artículos en los que se
concreta la circunscripción, la fórmula del recuento relativa al sistema pro-
porcional y adaptar la loreg a las elecciones autonómicas). En definitiva,



En definitiva, como señala Pascua Mateo (2010, p. 435), por un lado, cuando la doc-
trina trata de los aspectos más relevantes de la Administración electoral no agota el
entramado administrativo necesario para llevar a cabo una operación tan compleja
como son las elecciones, en las que colaboran prácticamente todas las Administracio-
nes Públicas. Por otro, lamentablemente los legisladores autonómicos son parcos en
la regulación de las funciones de las respectivas Administraciones.

III. El «buen gobierno» del proceso electoral

Como se ha señalado en la introducción, la organización de un proceso electoral se
constituye en uno de los elementos clave del sistema democrático. La intervención de
la ciudadanía y de las Administraciones públicas, así como la creación de órganos
de naturaleza especial que contribuyen al buen gobierno del procedimiento electo-
ral, son una de las características de las sociedades democráticas avanzadas y, en este
contexto, tienen sentido los planteamientos de modernización tecnológica de diver-
sos aspectos de los citados procedimientos electorales.10

Este concepto de «governance» o buen gobierno reaparece en nuestro Orde-
namiento conectado a un instrumento comunitario de soft-law conocido como el Libro
Blanco de la Gobernanza de la Comisión Europea. Este concepto fue asociado por la
Institución comunitaria a la mejora normativa y la necesaria modernización admi-
nistrativa. Igualmente, el incremento de la transparencia en los procesos de toma de
decisión y la participación ciudadana constituyeron, junto a la inevitable adaptación
a las nuevas tecnologías de la comunicación y la información, piezas clave de este empe-
ño comunitario por desarrollar sociedades democráticas avanzadas en la ue (Guillem
Carrau 2009).
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Gavara de Cara (2003, pp. 9 y 69) en los Estados compuestos la legislación
electoral de los entes territoriales con competencia en la materia, aunque
no precise de homogeneidad y uniformidad, suele basarse en los mismos
criterios. Es un acto normativo limitado. Biglino (2009, p. 25) identifica
margenes en la cuestión de la campaña electoral (identificación de crite-
rios de distribución de espacios públicos, gastos y subvenciones y el régi-
men de las infracciones por el hecho de que es responsabilidad de los pode-
res públicos el fomento de la participación electoral (art. 50 loreg y
Resolución jec sobre la campaña institucional del referendum al Estatuto
catalán de 24 de mayo 2006 y atc de 6.6.2006 1 de noviembre de 2006) y el
fomento de la igualdad (listas paritarias stc 108/2007 y 127/2008.). Alva-
rez Conde (2009, p. 98) considera, en cuanto a la campaña, ésta puede regu-
larse en el aspecto de los sujetos, la publicidad en carteles, locales para actos
de campaña y dstribución de tiempos de propaganda en los medios de
comunicación públicos y eliminar la prohibición de sondeos durante los últi-
mos 5 días de campaña. Se podría regular todo lo pre periodo electoral
(encuestas preelectorales, precampaña). En relación con el voto (listas abier-
tas o cerradas, sistema de voto electrónico, constitución de mesas, desa-

rrollo votación, escrutinio, proclamación de electos y toma de posesión) y
la regulación de los gastos. Respecto a la igualdad de género, el margen
legislativo autonómico se fortalece, como señala Ruiz- Rico Ruiz (2009,
p. 179), porque la jurisprudencia constitucional ha dictaminado ya la posi-
ción interpretativa oficial superior sobre la validad del sistema de cuotas.
Gálvez (2009, p. 191) hay margen en la modalidad de voto para legislar voto
sin sobre (Italia) y voto electrónico presencial pese a que la Resolución
22.5.2007 de la jec afirmó que no hay habilitación legal y la Resolución
7.5.2003 que no tiene ninguna validez jurídica, calificándolo de mera prue-
ba. En este sentido, es necesario mencionar que La ley vasca 5/1990 no se ha
aplicado. En el mismo sentido, véase Alvarez Conde (2009, p. 483).

10 En este sentido, Gavara de Cara (2007, p. 323) en sus consideracio-
nes sobre la organización del procedimiento electoral describe que la misma
se puede realizar encomendando las operaciones necesarias a las Admi-
nistraciones Públicas, acentuando la participación de los electores en el
proceso electoral o bien articulando una organización específicia y espe-
cializada par intervenir exclusivamente en periodos electorales y con inde-
pendencia y eficacia en las operaciones electorales necesarias. 



Surgieron temores doctrinales y políticos ante los supuestos peligros de desna-
turalización de las Instituciones parlamentarias asociados al incremento de la parti-
cipación ciudadana. No obstante, en el ámbito comunitario, parece intuirse un relan-
zamiento a escala comunitaria de las políticas de buen gobierno con la adopción de la
Declaración de Berlín en 2007, la Declaración de Valencia sobre los 12 principios del buen
gobierno democrático y la aprobación del Libro Blanco del Comité de Regiones sobre
la Gobernanza de múltiples niveles.11

1. El principio de buena administración y las TIC

La Administración tiene por objetivo, entre los nuevos planteamientos de buen gobier-
no, lograr una mayor participación de los ciudadanos y para motivar dicha participa-
ción será necesario que, primero, se conozca lo que está haciendo. Segundo, la afir-
mación de la transparencia como parte del derecho a la buena administración lleva a
una necesaria reflexión sobre el principio de publicidad en las actuaciones de las Admi-
nistraciones, que ya no puede quedar actualmente limitado a los boletines oficiales y
a las páginas webs de las Juntas Electorales o la incorporación de aplicaciones infor-
máticas o términales de telefonía móvil en determinadas Mesas, que aceleran los pro-
cesos de recuento electoral.

Afirmaba Aranguren (1996, p. 183) que «también la democracia política –una demo-
cracia compatible con un poder ejecutivo eficaz– tiene que ser promovida; es decir,
organizada socialmente. Y esto mediante el fomento, a la vez teórico y práctico de una
auténtica educación política y mediante la socialización, sin estatificación centraliza-
dora, de la enseñanza y los medios de comunicación de masas [...] justamente para que
a ellas tengan acceso todos los ciudadanos y todos los grupos, en vez de seguir siendo
monopolizados capitalística y privilegiadamente por algunos de ellos.»

Schmitt (1990, p. 43) consideró que el principio de publicidad constituye uno de
los supuestos en los que descansa el espíritu del parlamentarismo y que, en el sistema
democrático la verdad se genera a partir de la libre competencia de opiniones. Este
principio de publicidad de las Administraciones modernas debe adaptarse a los medios
y tecnologías que, actualmente, aporta la revolución de la tecnología de la información
porque los procesos decisorios deben adaptarse a estos nuevos esquemas de relación
y representación social. Desde un punto de vista amplio, tecnología, gobernanza y
transparencia pueden ser entendidos dentro del contexto de modernización e incor-
poración de las tic a la actividad política y a los procesos electorales.12

Así, en sus consideraciones generales sobre la utilización de las nuevas tecnologías,
Castells (1996, p. 35) considera que la revolución de la tecnología de la información, debi-
do a su capacidad de penetración en todo el ámbito de la actividad humana, constitu-
ye el punto de entrada para analizar la complejidad de la nueva economía, sociedad y
cultura en formación.
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11 Consejo Europeo (2007):
Declaración de Berlín, disponible
en ‹http://www.consilium.euro-
pa.eu/ueDocs/cms_Data/docs/press-
Data/es/misc/93306.pdf›; Comité de
Regiones (2009): Libro Blanco de la
Gobernanza multinivel, cdr
89/2009, aprobado en el Pleno de 17
y 18 de junio de 2009, disponible en
‹http://www.cor.europa.eu›.

12 Entre otros, han manifes-
tado dicha interrelación los siguien-
tes: Guiddens, A.: The consequences of
modernity, Cambridge, 1991, Polity
Press; Sanchez Navarro, A.J.: «Sis-
tema electoral y nuevas tecnolo-
gías...», p. 84; Sarmiento, D.:«La
autoridad del Derecho...», p. 221.



En este contexto, por un lado, la funcionalidad de la tecnología se concreta en la
facilitación de la actividad relacional. Se habla entonces de la tecnología al servicio de
las relaciones entre personas, órganos e instituciones y constituye, sin duda, uno de los
elementos centrales de la sociedad en que vivimos. Por otro lado, la tecnología desem-
peña una función de apoyo al conjunto de herramientas que se ponen al servicio de los
gestores públicos para optimizar sus procesos de producción (Palomar Olmeda 2003,
p. 92).

Entre las ventajas de las nuevas tecnologías, puede señalarse que ayudan al fun-
cionamiento del proceso político,13 aunque no es un panorama exento de riesgos14 y,
por ello, debe ser objeto de especial atención por las Juntas Electorales ante las posi-
bilidades que ofrecen las tecnologías de la información y la comunicación en facetas
tan concretas como interlocución con los actores del proceso electoral, el acceso a expe-
dientes, los límites de las nuevas tecnologías en su empleo en campañas electorales, etc.

En nuestro ámbito interno, el elemento más significativo al respecto, por una
parte, es la inserción en las recientes reformas de los Estatutos de Autonomía del dere-
cho a la buena administración. Por otra, la asociación del concepto a la modernización
de las Administraciones públicas y la aproximación de los centros de decisión políti-
ca a la ciudadanía.15

El concepto, el contenido y la configuración constitucional del principio de buena
administración ha sido analizado en anteriores trabajos por lo que, al objeto que nos
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13 Así, por ejemplo, inciden en los siguientes aspectos: la rapidez de
las comunicaciones; el incremento de la información disponible y, en con-
secuencia, de la variedad, la especialización y el pluralismo de la misma; la
mayor participación, el fomento de la cultura participativa y la remoción
de los obstáculos derivados incluso situaciones de incapacidades, y trans-
parencia de estas comunicaciones; el impulso a la alfabetización digital; el
incremento del control ejercido sobre los ejecutivos, su porosidad y la legi-
timación de los mismos. Entre otros, véase: Australian Government, Infor-
mation Management Office (2003): EGovernment Benefits Study (2006) y e-
Government Strategy: Responsive Government: A New Service Agenda., disponibles
en ‹http://www.agimo.gov.au/publications/2007›; Cotino Hueso, L.: «Retos
jurídicos y carencias normativas de la democracia y...», p. 84; Fernández
Rodríguez, J.J.: «La aprehensión...», pp. 138 y ss; Ruiz Miguel, C.: «La Liber-
tad política en la democracia...», p. 50. Cotino Hueso destaca la contribu-
ción más importante de las tic a la democracia se está produciendo ya de
forma mucho más trascendente a través del ejercicio de las libertades públi-
cas sin intervención de los poderes públicos. Se trata, en este sentido, de
una E-democracia mucho más liberal y menos intervenida, una democra-
cia electrónicamente influida (Cotino Hueso, L.: «Presentación»..., pp. 19-
40).

14 Entre los riesgos asociados a esta evolución como son la posible
comercialización del funcionamiento del sistema; la despersonalización
de la política ya que el tecnicismo o el mecanicismo de las tecnologías tiene
poco que ver con el subjetivismo de la dialéctica política y la relación social;
el incorrecto entendimiento de la democracia directa o de la identidad que
trate de anular la lógica de la democracia representativa; la reducción de la

participación en política a la élite «informatizada» y el acrecentamiento
de la brecha digital; la fragmentación del discurso político y el antagonis-
mo en la percepción de la sociedad; los riesgos de seguridad; y el mito orwe-
lliano del control permanente y total de la ciudadanía. Entre otros, véase:
Fernández Rodríguez, J.J.: «La aprehensión jurídica...», pp. 141 y ss; Ruiz
Miguel, C.: «La Libertad política en...», p. 49. En definitiva, aunque las tec-
nologías de la información tienen un potencial genuino para incrementar
la trasparencia y la capacidad de respuesta del sistema, si no se emplean
con sabiduría pueden llevar a situaciones de gran cinismo. Por ello, deben
sopesarse los beneficios potenciales de las tecnologías de la información
frente a sus eventuales riesgos antes de decidir al respecto (Parliament of
Canada (2006): How can information technology transform the way Parliament
works?, prb 00-28e, revised 2, October 2006, p. 13)

15 En otros ámbitos del Derecho se ha reproducido también este
debate en torno a las estructuras de buen gobierno y la autorregulación. En
el ámbito del Derecho mercantil, como señala mi maestro, el Profesor Embid
Irujo (2009, p. 28): »[...] durante los últimos años, la autorregulación, como
instrumento alternativo a la ley para la ordenación de los mercados de valo-
res y de las sociedades cotizadas, ha disfrutado de un considerable prota-
gonismo, trayendo consigo la elaboración de los códigos de buen gobier-
no, de seguimiento voluntario, así como la reducción de las normas
imperativas al respecto. En realidad, esta primacía no ha sido tan intensa
como a primera vista pudiera pensarse, lo que se deduce de la promulga-
ción de algunas normas, como la Ley de Transparencia, de particular inci-
dencia en dichos temas.»



ocupa, en este punto, es conveniente centrar la atención directamente en la partici-
pación, la transparencia y las tecnologías de la información en la actuación de la Junta
Electoral en el proceso electoral.

2. Las TIC y el proceso electoral

Dejando al margen la cuestión del voto electrónico,16 en este punto interesa aclarar
previamente que el proceso electoral ha estado tradicionalmente excluido de la apli-
cación de las normas de los procedimientos administrativos (Ley 30/1992) por coinci-
dencia de la doctrina del tc (sstc 80/2002 y 26/2004) y de la Junta Electoral Central cuan-
do la loreg regule con carácter especial algún aspecto procedimental.

Como señala Pascua Mateo (2007, p. 144) antes de invocar la regulación contenida
en la Ley 30/1992, es preciso agotar las disposiciones d ela loreg, que a estos efectos no
se detienen en las normas de formación y declaración de la voluntad de los órganos de
la Administración electoral del artículo 18 ni en las disposiciones generales del proce-
dimiento electoral establecidas en los artículos 118 a 120 sino que abarcan las disposi-
ciones concretas sobre procedimientos específicos. Sólo cuando éstas se revelen insufi-
cientes, sostiene el Profesor Pascua Mateo será posible acudir a la Ley 30/1992.

En este contexto, la legislación relativa a la Administración electrónica lleva a
plantearse, en virtud de la exigencia del buen gobierno, una serie de propuestas, siem-
pre polivalentes con el formato físico o papel, en torno a la fijación de una sede elec-
trónica de la Junta Electoral; la validación de determinados procedimientos electró-
nicos internos y a las convocatorias a las reuniones del órgano colegiado; las posibilidades
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16 Tras manifestar la confianza plena en las tic y su uso en los siste-
mas políticos democráticos, Cotino (2007, p. 79) considera que poner el acen-
to en el voto electrónico es un reduccionismo y un error, pues detrae esfuer-
zos y energías en las aplicaciones más útiles que si tienen las tic, en todas
las fases del proceso participativo: difusión de información, conocimiento,
consultas, deliberación y posicionamiento. Así, en el informe del Parla-
mento Europeo de 2003 se describen dos modelos de voto electrónico. El
primero de ellos, no se separa claramente de las prácticas electorales exis-
tentes, puesto que consiste en la sustitución de la papeleta en papel del
voto por un voto que se realiza en una máquina que transmite los votos
vía internet a la Administración Electoral correspondiente. En el segundo
de los modelos, la posibilidad que se ofrece es la de votar desde cualquier
terminal u ordenador conectado por internet con la Administración elec-
toral para registrar el sentido de la votación. Ambos modelos pueden ser uti-
lizados para referéndums o elecciones legislativas (European Parliament (2003):
Working Paper «Evaluation of...», pp. 36 y ss.) En nuestro ámbito, la doc-
trina daba cuenta con anterioridad de otras experiencias de voto electrónico
en otros Estados como Estonia, Irlanda, Bélgica, Francia y Holanda y en
Comunidades Autónomas españolas como las elecciones al Parlamento
autonómico de 1995 en Cataluña y de 1997 en Galicia y las disposiciones
de la ley autonómica de elecciones al Parlamento del País Vasco (Arnaldo Alcu-
billa, E.: «La...» y con Y d’Ambrosio i Gomáriz, A.: «El voto electrónico...»,

pp. 164 y ss; Cotino Hueso, L.: «Retos jurídicos y carencias normativas de
la democracia y...», pp. 94 y 109; Gonié, J.: «Le vote électronique: simple
Gadget ou...», p. 1527; Falque-Pierrotin, I.: «L’expérience du forum des...»,
p. 352; Laver, M.: “Analysing structures...»; Presno Linera, M.A.: «La sus-
titución temporal...», pp. 70 y ss. En todo caso, para poder llevar a la prác-
tica las propuestas técnicas relativas al voto electrónico, como las plantea-
das en el proyecto Infovot, sería necesario iniciar la reforma del régimen electoral
general en algunos de sus aspectos. Así, entre otros, la loreg debería ser modifi-
cada en lo relativo al recuento de los votos (artículos 95.4 y 103), los votos
nulos (artículo 96) y los contenidos de las papeletas de voto (artículo 172).
No obstante, de cara a incorporar soluciones técnicas más eficaces se pone
de manifiesto la posibilidad de aplicar las nuevas tecnologías para la cues-
tión de la exposición de listas del censo y la emisión de las certificaciones
censales específicas, para el mecanismo del voto por correo, la difusión de
los sondeos electorales. (Cotino Hueso, L.: «Retos jurídicos y...», p. 98; Euro-
pean Parliament (2003): Working Paper «Evaluation of...», p. 76; Sanchez
Navarro, A.J.: «Sistema electoral y nuevas...», pp. 97 y ss). Por último, res-
pecto al voto electrónico en el caso de las democracias de la antigua Euro-
pa, puede ser considerado un medio para reactivar el interés de los ciuda-
danos por el sistema y aumentar la participación electoral (Remenyi, D. y
Wilson, D.: «e-Democracy: an “e”...», p. 94).



que ofrecen las notificaciones y las comunicaciones electrónicas; la practicidad de un
registro electrónico y de la plausibilidad de dar seguridad a todo ello mediante un sis-
tema de firma electrónica avanzada o en algunos casos con el propio dni electrónico. 

Un ejemplo práctico de estas funcionalidades es la cuestión de las quejas y recla-
maciones que se presentan ante las Juntas Electorales. El acceso al expediente y el dere-
cho a ser oído son garantías fundamentales de los derechos que el Ordenamiento reco-
noce a los actores del citado proceso, que deben reconocerse siempre en pie de igualdad
a todos los contendientes, La aplicación de las tic puede garantizar más eficazmente
un acceso permanente y completo a los expedientes a aquellas personas legitimadas
para ello.17

En este punto, se anticipa que, por su naturaleza y sus competencias, la Junta
Electoral Central y las Juntas Electorales autonómicas son el elemento clave para
cualquier planteamiento funcional de puesta en práctica de sistemas alternativos de
funcionamiento electrónico que redundaría en el fomento y la garantía de los princi-
pios de publicidad y de transparencia y, en general, del buen gobierno en sentido
amplio del proceso electoral.

IV. Objetivos tecnológicos de las Juntas electorales autonómicas

Como se afirma en la introducción, el compromiso de la Administración en la intro-
ducción, uso y generalización de las nuevas tecnologías de la información en los pro-
cesos electorales debe ser superior al que existe en otros procesos administrativos en
cuanto que el proceso electoral garantiza la formación del Parlamento como expre-
sión directa de la soberanía popular debe mantener una relación inmediata con los
ciudadanos que han determinado su composición.

En tanto que Administración, una Junta Electoral se encuentra ante un conjun-
to de retos tecnológicos que pasan por la incorporación de soluciones técnicas nue-
vas, la simplificación administrativa y la adopción de un entorno normativo que pro-
mueva el desarrollo de actividades en el marco de los derechos garantizados a los
administrados por la legislación vigente.

En palabras de Linares Gil (2008, p. 282), utilizando el símil de las redes físicas de
carreteras, señala que los presupuestos de la Administración electrónica son la red via-
ria (sistemas de información interconectados y compatibles por donde circula la infor-
mación); los vehículos (documentos electrónicos entendidos en su sentido amplio);
las matrículas de esos vehículos (funciones de identificación y autenticación que son
cumplidas por los sistemas de firma electrónica) y las reglas de circulación (códigos
normativos e informáticos conforme a los cuales deben circular los documentos).

En particular, se concreta que el proceso de articulación de la Administración elec-
trónica comprende un amplio elenco de procedimientos telemáticos, internos y exter-
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17 Circunscrito al derecho de
acceso al expediente, la cdfue expli-
cita el derecho a la buena adminis-
tración en el derecho de toda per-
sona a acceder al expediente que le
afecte, dentro del respeto de los inte-
reses legítimos de la confidenciali-
dad y del secreto profesional y comer-
cial en todo procedimiento como ha
señalado el Tribunal comunitario
en el asunto Degussa (stjce de
5.4.2006, Degussa v. Commission,
t-279/02). El derecho a ser oído des-
pliega, como señala Fuentetaja, un
haz de técnicas y garantías, de entre
las que destacan el plazo razonable
para preparar la defensa; el cono-
cimiento exacto y completo de los
hechos que se le imputan y las cir-
cunstancias en que hubieren sido
cometidos; o la asistencia de abo-
gado. En el marco de la función públi-
ca europea ha sido especialmente
afirmado por la jurisprudencia en
el ámbito del procedimiento san-
cionador, aunque no se limita a dicho
ámbito (stjce de 30 de julio de 1991,
Almini v. Commission, 19/70, Rec.
1971, p. 623). Véase: Fuentetaja Pas-
tor, J.A.: «El Derecho a la buena...»,
p. 147.



nos, todos ellos dotados, para promover su aceptación y utilización efectiva, de las
garantías de seguridad derivadas del uso de la firma electrónica avanzada siempre con
el respeto debido a la voluntaria participación en el sistema de los actores del proceso
electoral, así como de los ciudadanos y terceros.

Como se ha anticipado en el apartado anterior, en relación con el buen gobierno,
por su naturaleza y sus competencias, la Junta Electoral Central y las Juntas Electora-
les autonómicas son las autoridades responsables del fomento de esta evolución hacia
un modelo de proceso electoral más electrónicamente influido en el estricto ámbito de
sus competencias,18 que implicaría cambios en las formas habituales de comunica-
ción y revisión de procesos de toma de decisión.19

Conforme a las directrices del Ministerio de Economía para este tipo de procesos,
las actuaciones en este campo deben tener un carácter estratégico, al modo del nuevo
modelo estratégico de Administración Electrónica, que se desarrolla en fases consecutivas,
de abajo hacia arriba, sin ir más allá de nuestras propias posibilidades (disponibili-
dad previa de la firma electrónica avanzada), empezando pequeño (primero por pro-
cedimientos telemáticos internos), escalando rápido (apertura del Registro Telemáti-
co a procedimientos externos) y distribuyendo valor (procedimientos telemáticos
externos de transaccionalidad completa).20

El buen desarrollo de este proyecto requiere de la participación de todos los acto-
res del entorno electoral: Partidos Políticos y sus representantes; Servicios Administrativos
de la Secretaría de la Junta Electoral; Medios de comunicación social; Proveedores,
etc. En todo caso, junto al principio del buen gobierno, la puesta en práctica de ese sis-
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18 En este sentido, Marazuela (2010, p. 431) apunta que el funcio-
namiento de las Juntas Electorales autonómicas repite el esquema del
artículo 18 y concordantes de la loreg.

19 En esta línea, señala Palomar Olmeda (2010, p. 2) que la transfor-
mación tecnológica es la justificación inmediata para la simplificación y la
reconfiguración de procesos. La automatización debe ser, en lo interno,
algo más que una mera sustitución de los trámites y de la forma de reali-
zación de los mismos. Esto justifica la propia previsión que se contiene en
el artículo 34 de la Ley de Acceso Electrónico a los servicios públicos (rcl 2007,
1222, 1293) cuando señala que «[...] La aplicación de medios electrónicos a
la gestión de los procedimientos, procesos y servicios irá siempre precedi-
da de la realización de un análisis de rediseño funcional y simplificación del
procedimiento, proceso o servicio, en el que se considerarán especialmen-
te los siguientes aspectos: a) La supresión o reducción de la documenta-
ción requerida a los ciudadanos, mediante su sustitución por datos, trans-
misiones de datos o certificaciones, o la regulación de su aportación al
finalizar la tramitación; b) La previsión de medios e instrumentos de par-
ticipación, transparencia e información; c) La reducción de los plazos y
tiempos de respuesta; d ) La racionalización de la distribución de las car-
gas de trabajo y de las comunicaciones internas...»

20 Si se parte de que las tic suponen para la Administración electo-
ral un reto de futuro con tres ejes fundamentales de actuación (dotación de

infraestructuras, recursos y soluciones tecnológicas; actuaciones y objeti-
vos concretos de simplificación administrativa; y preparación y articula-
ción de adaptaciones normativas para la eficaz aplicación de soluciones
tecnológicas), la aproximación a esta cuestión, no puede limitarse a la eje-
cución de un proyecto integral que telematizar procedimientos o a hacer
un uso intensivo de las tic en los procesos electorales, sino que se vale de
esos nuevos instrumentos para promover un movimiento de Desarrollo
Organizacional (od), que se realiza desde el máximo nivel de autoridad
(Presidencia de la Junta Electoral) hasta el nivel más bajo de la organización,
introduciendo modificaciones fundamentales en los procedimientos, en
los modos de gestión y formación digital de los recursos humanos y en la
relación de los actores del proceso electoral y Administración e incidiendo
en la demanda de servicios públicos online por parte de los propios actores en
sentido estricto y la ciudadanía, los medios de comunicación social,etc.,
mediante la difusión entre las mismas de la firma electrónica avanzada y
de formación digital, tratando de inducir, mediante la mutación tecnoló-
gica del entorno administrativo, su capitalización tecnológica y capacita-
ción en el uso de las tic en todos los procesos, todo ello también dirigido
a desencadenar en la Administración electoral un cambio que transforme
la estructura burocrática en una infocracia inteligente.



tema simultáneo de funcionamiento electrónico redundaría en la realización de dos
principios como son el principio de publicidad y el de transparencia.

Cerrillo (2008, p. 527) identificaba como aplicaciones de uso general a desarrollar
el empleo de las tic en la Administración un amplio listado de aplicaciones como las
de ofimática en general; las de gestión interna; las de trabajo colaborativo (gestión en
común de tareas e interacción y comunicación electrónica); las de gestión de la infor-
mación (intercambio y puesta en común de documentos y las bases de datos); la difu-
sión de la información (sede electrónica, páginas webs y webs 2.0); y, por último, la
seguridad informática (firma digital, certificado digital, canal seguro, intranet/extra-
net, antivirus y protocolos de encriptación).

El análisis pormenorizado de este amplio espectro de aplicaciones escapa del obje-
to de este trabajo. Por ello, se ha considerado de interés examinar por su relevancia las
implicaciones que supondrían la articulación de la firma y el registro electrónico, junto
a la identificación de la sede electrónica, en los procedimientos electorales gestionados
por las Juntas Electorales, no sin volver a subrayar que cualquier proyecto de esta clase
debe ser integral y participado por todos sus actores y usuarios.

En definitiva, tras la entrada en vigor de la Ley 11/2007, de Acceso Electrónico de
los Ciudadanos a los Servicios Públicos (en adelante lae),21 y de las leyes autonómicas
sobre la materia,22 se puede afirmar el reconocimiento legal del derecho a la relación
electrónica con la Administración electoral, que se interconecta con principios cons-
titucionales de primer rango que vinculan a todas las Administraciones Públicas, como
el artículo 9.2 sobre la igualdad, el artículo 23 relativo a la derecho de sufragio activo
y pasivo y el derecho de participación general, el artículo 29 en cuanto al derecho de
petición, el artículo 20 sobre el libre acceso a la información, el artículo 27 relativo a
la libertad de expresión, la participación en la educación, etc.; y con principios reco-
nocidos en normas orgánicas como el derecho a la buena administración.23

En función de lo expuesto, como premisa de las argumentaciones que se desa-
rrollan a continuación, con carácter general, no cabe afirmar taxativamente la exclu-
sión de la Administración electoral del ámbito subjetivo de aplicación de la lae. En todo
caso, no parece justificable caer en la tentación del incumplimiento de este derecho a
la relación electrónica con la Administración electoral aunque la propia lae permita
que, en función de la disponibilidad presupuestaria, las Administraciones autonó-
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21 Ley de Acceso Electrónico de los Ciudadanos a los Servicios Públi-
cos (Ley 11/2007, de 22 junio [rcl 2007, 1222, 1293]).

22 Ley 3/2010, de Administración Electrónica de la Comunidad Valen-
ciana; Ley 3/2010, de 5 mayo; Ley del uso de la firma electrónica en las Admi-
nistraciones Públicas de La Rioja; Ley 3/2002, de 21 mayo; Ley Foral de Implan-
tación de la Administración Electrónica en la Administración de Navarra,
Ley Foral 11/2007, de 4 abril; Ley 29/2010, del uso de medios electrónicos
en el sector público de Cataluña.

23 Concretamente, las reformas de Estatutos de Autonomía han incor-
porado una mención a una tabla de derechos, bien insertándola en el mismo
Estatuto, bien con una referencia a la subsiguiente adopción de una Ley de
derechos por el Parlamento autonómico Sin perjuicio de los artículos espe-
cíficos relacionados con el derecho de participación, el derecho a la buena admi-
nistración, aparece contemplado conforme sigue: el artículo 9 del eacv; en
el artículo 30 del eacat; en el artículo 31 del eacan; en el artículo 14 del eacaib;
en los artículos 16 y 62 del Estatuto aragonés; y en el artículo 12 del eacyl.



micas y locales puedan exceptuarse de la exigibilidad de los derechos reconocidos.
Como señala Martín Delgado (2009, p. 4) la excepción no afecta a la Administración Gene-
ral del Estado y sólo se establece frente a los derechos pero no frente al resto del con-
tenido de la Ley (creación de sedes electrónicas, la habilitación de registros electróni-
cos, etc.)

1. Internet y las Juntas Electorales

La información en Internet, de este modo, puede enriquecer cualitativamente el pro-
cedimiento electoral pero la Administración electoral, personificada en las Juntas Elec-
torales, ha respondido lenta y limitadamente a este impacto.

Como detecta en su día Martín Mateo (1998, p. 238), Internet posibilita organizar
movimientos de opinión, reacciones populares ante acontecimientos, campañas de
sensibilización, debates múltiples, todo ello compatible con el sistema de partidos y
la democracia representativa. En este sentido, se constata que la interacción y los cam-
bios en los sistemas democráticos por la aplicación de las tic ha dado a luz nuevos tér-
minos como E-Democracia, teledemocracia, ciberdemocracia, democracia digital
(Smith and Webster 2007) y wikigovernment (Noveck 2010).

Los nuevos espacios de debate público como son el twitter, los web-logs o blogs,
los E-forums, son protagonistas sustanciales de las últimas campañas electorales y de
las actividades relacionadas con la gestión de lo público en general (Guillem Carrau 2008,
p. 71). En este sentido, señalaba Cotino (2007, p. 84), la evolución y el uso real y actual
de la red obliga a que cualquier referencia a participación y democracia electrónicas no
eluda la realidad del uso ciudadano y participativo de la red en la llamada web 2.0 o
web social o, en un futuro casi inmediato, la realidad virtual del web 3.o.

Internet representa a los nuevos espacios de opinión y participación ciudadana
que se encuentran en la línea de los principios de participación y transparencia de las
políticas públicas de la ocde24 y la unesco,25 así como por la Unión Europea.26

Por un lado, en cuanto al desarrollo de las páginas web de las Juntas Electorales,
es necesario reconocer el carácter meramente informativo y limitado de las mismas, que
funcionan en la mayoría de los casos a modo de tablón de anuncios de resultados elec-
torales e información de horarios de registro, allí donde existen.27
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24 La ocde publicó en 2004 «La administración electrónica: Un impe-
rativo», donde resalta los ahorros que la administración electrónica puede
generar al permitirles aumentar su eficacia. Véase: ocde (2003): The E-Go-
vernment imperative, disponible en ‹http://webdomino1.oecd.org/COM-
NET/PUM/egovproweb.nsf/viewHtml/index/$FILE/EGovernment%20Imper-
ative%20Final().pdf›.

25 La unesco ha sugerido a la comunidad internacional que tome las
medidas necesarias para reconocer y fomentar como «Derecho humano
fundamental, el acceso a las redes de comunicaciones y servicios telemáti-
cos»(vid. Programa Intergubernamental de Comunicaciones, unesco).

26 Junto al Libro Blanco de la gobernanza, en este ámbito, es de gran
interés que, en el Libro verde sobre la información del sector público, se
realizó una clasificación de lo que llamaba «servicios del gobierno elec-
trónico» [Comisión Europea (1998): «La información del sector público:
un recurso clave para Europa. Libro verde sobre la información del sector
público». com (1998) 585.]

27 La más completa es la de la Junta Electoral Central a la que se acce-
de en ‹http://www.juntaelectoralcentral.es/portal/page/portal/JuntaElec-
toralCentral/JuntaElectoralCentral› y que contiene información general,
normativa electoral, doctrina Electoral de la jec, e información relativa a



En este caso, la mayoría de Juntas Electorales emplean el espacio web en el sumi-
nistro de información y renunciando la potencial interactividad ante las demandas o
necesidades del usuario. Estos sitios web deberían ser objeto de análisis sobre la base
de los criterios de información disponible, interactividad bilateral y multilateral, y
accesibilidad o «amabilidad» hacia el usuario del entorno web de cada Junta.

Por otro, los contendientes del proceso electoral emplean la web como instru-
mento participativo, como web 2.0, en la que la colaboración cobra el principal pro-
tagonismo en lo que se viene a denominar una «web participativa». En este contexto,
es necesario reconocer que la incorporación de Internet a la actividad de los partidos
políticos y a las campañas electorales no estaba contemplada en la legislación electo-
ral vigente, con lo que se complicaba significativamente la tarea de las Juntas Electorales
en los procesos de su competencia como es el caso de la atención de quejas y reclama-
ciones por usos y abusos en la red.

Como reconocía la Junta Electoral Central en su Instrucción 4/2007, «[...] el verti-
ginoso desarrollo que las tecnologías de la información y de la comunicación han teni-
do desde la aprobación de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electo-
ral General, es un hecho bien contrastado. En algunos recientes procesos electorales se
han producido distintos incidentes por la utilización de este tipo de instrumentos
que las Juntas Electorales han resuelto en función de las circunstancias concurrentes.
No obstante, resulta conveniente recordar con carácter general que las limitaciones
establecidas por la legislación electoral son también aplicables al uso de este tipo de medios
electrónicos.»28

En la citada Instrucción, la jec aclaró que las prescripciones establecidas por la
legislación vigente en materia de campaña electoral, o de campaña de propaganda en
un referéndum, son aplicables cuando se empleen las nuevas tecnologías de la infor-
mación y de la comunicación electrónicas y, en el ámbito de extensión, abarca a los
candidatos así como a las formaciones políticas, coaliciones electorales o agrupaciones
electorales, respecto a los sistemas de información y de comunicación electrónicos que
se encuentren directa o indirectamente bajo su dependencia.

La Junta Electoral Central consideró que, a efectos de esta Instrucción, «[...] se
entiende por nuevas tecnologías de información y de la comunicación electrónicas,
cualquier tipo de equipos, sistemas, programas o dispositivos electrónicos que per-
mitan la difusión de información, ideas u opiniones, sea mediante páginas web, foros,
«chats», correo electrónico u otros medios en Internet, sea mediante mensajes de tele-
fonía móvil (sms) u otros análogos.» Igualmente, dispuso la obligación de los poderes
públicos de velar para que, en el empleo de los sistemas de información y de comuni-
cación electrónicas que directa o indirectamente se encuentren bajo su dependencia,
se respeten las limitaciones que en materia de campaña electoral o de propaganda
establecen la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General, la
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elecciones, referendos, iniciativas
legistativas populares y procesos
electorales en curso. En el caso de
las Juntas Electorales autonómicas,
en los casos en los que existen la pre-
sencia en internet por medio de una
web no es un caso generalizado y,
generalmente, el espacio de internet
de éstas se encuentra como un apar-
tado de las webs de los Parlamentos
autonómicos. Véase, por ejemplo,
la Junta Electoral autonómica de
Andalucía en ‹http://www.parla-
mentodeandalucia.es/opencms/expo
rt/portal-web-parlamento/compo-
sicionyfuncionamiento/organos-
vinculados/juntaelectoraldeanda-
lucia.htm›; la Junta electoral de las
Islas Baleares en ‹http://juntaelec-
toral.parlamentib.es/›; la Junta Elec-
toral de Galicia en ‹http://www.par-
lamentodegalicia.es/sites/Parlamento
Galicia/ContenidoGal/pargal_II_X
untaElectoral.aspx› y la del País
Vasco en ‹http://parlamento.euska-
di.net/jeca/c_jeca.html›.

28 Instrucción 4/2007, de 12
de abril, de la Junta Electoral Central,
sobre la utilización de las nuevas
tecnologías de la información y de la
comunicación electrónicas como
instrumento de propaganda elec-
toral, boe, núm. 94, de 19 de abril
de 2007.



Ley Orgánica 2/1980, de 18 de enero, sobre regulación de las distintas modalidades de
Referéndum y la legislación aprobada por las Comunidades Autónomas en la materia.29

En el apartado tercero de la citada Instrucción, la Junta Electoral Central afirma-
ba que las Corporaciones Locales «[...] que pongan voluntariamente y con carácter gra-
tuito a disposición de las candidaturas en un proceso electoral, o de las formaciones polí-
ticas en un proceso de referéndum, páginas web u otros soportes electrónicos que
directa o indirectamente dependan de dicha Corporación», debían garantizar los prin-
cipios de neutralidad política, transparencia e igualdad de acceso de los candidatos y
formaciones políticas.30

2. La sede electrónica de la Junta Electoral

La identificación de la la página web de la Junta Electoral, allá donde exista, como sede
electrónica de la propia Junta es una cuestión no exenta de problemática jurídica. En
este sentido, conviene remitirse a lo dispuesto en los artículos 10 y 17 de la lae y con-
cordantes de la Ley de Firma Electrónica. A efectos de la lae, la sede electrónica es aque-
lla dirección electrónica disponible para los ciudadanos a través de redes de teleco-
municaciones cuya titularidad, gestión y administración corresponde a una Administración
Pública, órgano o entidad administrativa en el ejercicio de sus competencias.

En cuanto a la creación propiamente de la sede electrónica, el artículo 3. 2 del Real
Decreto 1671/2009, de 6 de noviembre, por el que se desarrolla parcialmente la Ley
11/2007, determina que la Orden de creación de la Sede deberá, entre otros aspectos, iden-
tificar su titular, así como del órgano u órganos encargados de la gestión y de los ser-
vicios puestos a disposición de los ciudadanos en la misma.31

Cada Administración Pública es la responsable de la integridad, veracidad y actua-
lización de la información y de los servicios a los que se acceden y, por ello, debe deter-
minar las condiciones e instrumentos de creación de la sedes electrónica, con sujeción
a los principios de publicidad oficial, responsabilidad, calidad, seguridad, disponibi-
lidad, accesibilidad, neutralidad e interoperabilidad. La Administración titular de la sede
se identificará como tal e informará de los medios disponibles para la formulación de
sugerencias y quejas. Igualmente, se dispone que las sedes electrónicas utilizarán, para
identificarse y garantizar una comunicación segura con las mismas, sistemas de firma
electrónica basados en certificados de dispositivo seguro o medio equivalente.32
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29 La Instrucción citada en su apartado segundo establece que con
independencia de la responsabilidad que pudiera incumbir a los autores de
las infracciones electorales, los responsables de los referidos sistemas de infor-
mación y de comunicación electrónicos podrán incurrir en responsabilidad
por el incumplimiento de dicho deber conforme a lo dispuesto en la Ley
34/2002, de 11 de julio, de Servicios de la Sociedad de la Información y de
Comercio Electrónico, así como en el resto de la normativa aplicable en la
materia. 

30 En todo caso, señalaba la jec, para su distribución deberán seguir-
se los criterios establecidos en el art. 56.2 de la loreg.

31 En el ámbito autonómico, veáse, por ejemplo, los artículos 9 y
siguientes de la Ley 3/2010 de Administración Electrónica de la Comunidad
Valenciana y artículo 11 del Decreto 165/2010 (dogv 6876 de 14.10.2010).

32 En este sentido, a modo de ejemplo, es una referencia completa
de la complejidad de esta opción el aviso legal de la sede electrónica del
Ministerio de Interior: ‹https://sede.mir.gob.es/aviso_legal.html›.



En el caso de la Junta Electoral autonómica, cabe debatir sobre el instrumento
jurídico adecuado para la creación de su sede electrónica, que deberá ser, en todo caso,
compatible con el principio de autonomía y el de publicidad, que presiden la actuación
de las citadas Juntas.

Desde un punto de vista funcional, en los ámbitos autonómicos podría identifi-
carse como sujeto proponente a la Junta Electoral autonómica pero el acuerdo jurídi-
co de la misma podría ser considerado insuficiente desde el punto de vista práctico ya
que los medios de estas Juntas son normalmente proporcionados por el Gobierno o el
Parlamento Autonómico. Dependiendo de la asignación de recursos económicos y
humanos para garantizar su funcionamiento, convendría valorar que el Acuerdo con-
tara con el documento contable pertinente bien, en el conjunto de gastos electorales
que asume el Gobierno Autonómico, bien en los gastos de la Cámara Autonómica,
cuya web albergaría esa sede.

En todo caso la creación misma podría configurarse mediante Acuerdo de la Junta
Electoral en cuestión y su publicación en el Diario Oficial autonómico. Otra alterna-
tiva sería la creación de la misma por una Orden del Consejero o Departamento con com-
petencias en materia de gestión de los procesos electorales o por un Decreto del Gobier-
no autonómico. También podría plantearse que la creación de la sede fuera acordada
por la Mesa de la Asamblea Legislativa autonómica en la que radica la sede física de la
Junta Electoral. En todo caso, la relevancia jurídica de la decisión radica en la prácti-
ca que la misma deberá contener, entre otros aspectos, la identificación de los respon-
sables en materia de protección de datos o de prestación de servicios y contenidos que
se ofrecen.

3. Registros electrónicos en las Juntas Electorales

Con carácter previo se ha señalado que la doctrina rechaza una aplicación automáti-
ca de la Ley 30/1992. Pascua Mateo (2007, p. 143) recuerda como el Tribunal Constitu-
cional ha señalado que la Administración electoral no puede encuadrarse en el ámbi-
to de las Administraciones públicas vinculdas por los sistemas de presentación de
documentos establecidos en el artículo 38 de la Ley 30/1992 (stc 26/2004, entre otras)

No obstante, es de interés abordar la cuestión de la incorporación de los registros
electrónicos al funcionamiento de las Juntas Electorales porque redundan y pueden
favorecer aquellos criterios que justificaban la inaplicación de la Ley 30/1992 por la
celeridad del procedimeinto electoral y la máxima eficacia del derecho fundamental
de la participación política en igualdad de condiciones.

El Registro administrativo es el instrumento que facilita el contacto entre la Admi-
nistración y los administrados. La incorporación de un registro electrónico en una
Junta Electoral constituiría un paso en la utilización de las tic que debería permitir
una relación más fluida entre todos los que intervienen en los procesos electorales,

203l a  a d m i n i s t r a c i ó n  e l e c t o r a l  a u t o n ó m i c a  a n t e  l a s  t i c



especialmente en los momentos iniciales del proceso (por ejemplo, la presentación de
la documentación de las candidaturas) un mejor y más rápido acceso a la información,
a los acuerdos adoptados por la Junta y una mejor y más eficiente comunicación y, en
su caso, notificación de los mismos.

Dejando aparte el debate sobre la inclusión de la Administración electoral en el ámbi-
to subjetivo de actuación de la aplicación de la lae, como supone la creación de un
órgano administrativo nuevo y de la adopción de sus normas de funcionamiento, en
cuanto a las funciones del registro, el Registro Electrónico se debería integrar en su doble
vertiente de recepción y salida de documentos electrónicos y, por su parte, la Junta
Electoral, como cualquier Administración, debe respetar siempre el principio de poli-
valencia establecido el artículo 24 de la lae (Rego Blanco 2008, pp. 371 y ss). 

En cuanto a la creación del Registro electrónico, propiamente dicha, en el artícu-
lo 25 de la lae se determina que las disposiciones de creación de registros electrónicos
se publicarán en el Diario oficial correspondiente y su texto íntegro deberá estar dis-
ponible para consulta en la sede electrónica de acceso al registro. Esta norma conten-
drá el órgano o unidad responsable de la gestión y el conjunto de requisitos estable-
cidos en el artículo 11 de la Ley 30/1992 para la creación de un nuevo órgano administrativo.

La presentación de solicitudes, escritos y comunicaciones en el Registro Electró-
nico electoral tendría los mismos efectos que la presentación efectuada por el resto de
medios previstos en el Ordenamiento jurídico aplicable al registro general y deberán
obtener los resguardos acreditativos correspondientes y funcionar con las reglas de
identificación, autenticación y firma electrónica que se determine. En el Registro Elec-
trónico se podrán presentar escritos o comunicaciones relativos a los procedimientos
que se hayan definido. Mediante Acuerdo de la Junta Electoral se podrían añadir mode-
los normalizados o nuevos procedimientos en la citada relación a los que se dará publi-
cidad en el Boletín Oficial correspondiente por criterio territorial y en la página web de
esta institución parlamentaria en la que se reúna la Junta. La norma creadora del regis-
tro electrónico deberá abordar la cuestión del resguardo acreditativo de la presentación
de escritos, solicitudes y comunicaciones ante el registro electrónico. En consecuencia,
los soportes, medios y aplicaciones informáticas, electrónicas y telemáticas a través de los
cuales se podrá efectuar la recepción de solicitudes, escritos y comunicaciones serían
objeto de publicitación y estarían disponibles en el sitio web de la Junta Electoral.33
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33 El registro emitirá automáticamente un recibo consistente en una
copia autenticada del escrito, solicitud o comunicación de que se trate inclu-
yendo la fecha y hora de la presentación, identificación del interesado, des-
tinatario y el número de registro de entrada, asimismo emitirá recibo acre-
ditativo de la entrega de documentos que puedan aportarse y que acompañan
la correspondiente solicitud, escrito o comunicación. La identificación de
las personas se realizará mediante la firma electrónica reconocida y sumi-
nistrada por la autoridad de certificación electrónica de la Comunitat autó-
noma o cualquier otro certificado de firma electrónica reconocido y acep-

tado por la citada entidad. Esta cuestión es de gran relevancia ya que las
notificaciones se podrán practicar utilizando medios electrónicos si el inte-
resado ha señalado dicho medio como preferente o ha consentido su utili-
zación. La notificación electrónica permitirá acreditar la fecha y hora en
que se produzca la puesta a disposición del interesado del acto objeto de notifi-
cación, así como la de acceso a su contenido, momento a partir del cual la
notificación se entenderá practicada a todos los efectos legales. Cuando,
existiendo constancia de la puesta a disposición transcurrieran diez días natu-
rales sin que se acceda a su contenido, se entenderá que la notificación ha



4. Firma electrónica

Como respuesta a la necesidad de conferir seguridad a las comunicaciones por inter-
net surge, entre otros medios, la firma electrónica.34 El artículo 4 de la Ley de Firma
Electrónica afirma que «[...] esta Ley se aplicará al uso de la firma electrónica en el seno
de las Administraciones públicas, sus organismos públicos y las entidades depen-
dientes o vinculadas a las mismas y en las relaciones que mantengan aquéllas y éstos
entre sí o con los particulares.»35 Ello es así, constata la doctrina, porque la firma elec-
trónica cumple, en relación con los documentos y mensajes electrónicos, las dos prin-
cipales funciones que se atribuyen a la firma manuscrita sobre un documento en papel,
a saber, permite identificar al autor del escrito (autenticación) y constatar que el men-
saje no ha sido alterado después de su firma (integridad).

El uso de la firma electrónica por las Administraciones Públicas persigue la con-
secución de múltiples y distintos objetivos, alguno de los cuales se pueden deducir
claramente de lo indicado hasta este momento. Entre ellos se pueden destacar los
siguientes: seguridad técnica en las comunicaciones electrónicas; motor en el impul-
so del uso de la firma electrónica de las comunicaciones electrónicas y de la Sociedad
de la Información en general; crear una Administración más cercana y asequible para
el ciudadano; crear una Administración menos compleja para el ciudadano; mejorar
las relaciones entre las Administraciones Públicas; mejorar el desempeño interno de las
funciones en el seno de cada Administración Pública; y mejora en la calidad y eficacia
en la prestación de los servicios públicos.36

Como resume Linares Gil (2008, p. 282) abordar adecuadamente la cuestión de la
identificación y autenticación entronca directamente con la seguridad jurídica y la cer-
teza del derecho. Así, el artículo 13 de la Ley de Acceso Electrónico de los ciudadanos a
los Servicios Públicos (en adelante, lae) articula el conjunto de reglas de autentica-
ción.37
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sido rechazada, salvo que de oficio o a instancia del destinatario se com-
pruebe la imposibilidad técnica o material del acceso, al igual que lo ha
previsto el artículo 28 de la Ley 11/2007. Cuando se rechace una notifica-
ción se hará constar en el expediente, haciendo constar la circunstancia del
intento de notificación teniendo por efectuado este trámite siguiéndose el
procedimiento. Entre otros, véase: Palomar Olmeda, A.: «Gestión electró-
nica..., pp. 417 y ss.

34 De entre todos los instrumentos que se han experimentado para
garantizar dicha confianza (claves de paso secretas, identificación biomé-
trica mediante el reconocimiento de las huellas digitales, la utilización de
una misma clave para encriptar y desencriptar un mensaje...), la firma elec-
trónica basada en el uso de claves asimétricas o criptografía de clave públi-
ca es la que mejor satisface las exigencias de seguridad y confianza que
requieren las comunicaciones electrónicas.

35 Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de la Firma Electrónica, boe 304,
de 20 de diciembre. En un sentido similar, en el ámbito autonómico, véase
el artículo 12 de la Ley 29/2010, del uso de los medios electrónicos en el sec-
tor público de Cataluña.

36 En definitiva, la finalidad esencial de la firma electrónica es pro-
porcionar seguridad y confianza en las comunicaciones telemáticas. Entre
otros, véase Cerrillo Martínez, A.: «El uso de la firma electrónica en la...»;
Linares Gil, M.: «Identificación y autenticación...», pp. 281 y ss.

37 Como señala Palomar Olmeda (2010, p. 1) la lae es, esencialmen-
te, una ley general que se «sitúa» por encima o la vez de la propia y que se
proyecta sobre la totalidad de la actuación administrativa. En todo caso,
respecto a la autenticación, el artículo 13 de la lae determina que las Admi-
nistraciones Públicas admitirán, en sus relaciones por medios electróni-
cos, sistemas de firma electrónica que sean conformes a lo establecido en la
Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de Firma Electrónica y resulten adecuados



La firma electrónica constituye un instrumento capaz de permitir una comprobación
de la procedencia y de la integridad de los mensajes intercambiados a través de redes de
telecomunicaciones, ofreciendo las bases para evitar el repudio, si se adoptan las medi-
das oportunas basándose en fechas electrónicas.38

En el marco de las tic, la incorporación de la firma electrónica a los procedimientos
administrativos electorales puede configurarse en el primero de los objetivos o retos
tecnológicos de las Juntas Electorales.

Aplicando los planteamientos propuestos por Cerrillo (2008, p. 527) para cual-
quier órgano colegiado, en la Junta Electoral la firma electrónica se emplearía para la
preparación de las sesiones del órgano (notificaciones electrónicas seguras, tablón vir-
tual, intranet y extranet del órgano colegiado y web del órgano colegiado); el desa-
rrollo de las sesiones del órgano colegiado (aplicaciones para presentaciones y para
compartir documentos y para la deliberación, foros electrónicos, etc.); y la documen-
tación del órgano colegiado (documento electrónico, notificaciones electrónicas y cer-
tificaciones digitales de acuerdos y compulsa digital de documentos).

En función de ello, un primer campo de atención en relación con las actividades
de las Juntas Electorales son las actuaciones administrativas automatizadas que
podrían articularse en el funcionamiento ordinario interno de las citadas Juntas y en
los intercambios de datos en entornos cerrados en el marco de lo dispuesto en el artícu-
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para garantizar la identificación de los participantes y, en su caso, la autenti-
cidad e integridad de los documentos electrónicos. Respecto a la ciudadanía,
se afirma que los ciudadanos podrán utilizar los siguientes sistemas de firma
electrónica para relacionarse con las Administraciones Públicas, de acuerdo
con lo que cada Administración determine: a) En todo caso, los sistemas
de firma electrónica incorporados al Documento Nacional de Identidad,
para personas físicas; b) Sistemas de firma electrónica avanzada, incluyen-
do los basados en certificado electrónico reconocido, admitidos por las
Administraciones Públicas; c) Otros sistemas de firma electrónica, como la
utilización de claves concertadas en un registro previo como usuario, la
aportación de información conocida por ambas partes u otros sistemas no
criptográficos, en los términos y condiciones que en cada caso se determi-
nen. En cuanto a las Administraciones Públicas, éstas podrán utilizar los
siguientes sistemas para su identificación electrónica y para la autentica-
ción de los documentos electrónicos que produzcan: a) Sistemas de firma
electrónica basados en la utilización de certificados de dispositivo seguro
o medio equivalente que permita identificar la sede electrónica y el esta-
blecimiento con ella de comunicaciones seguras; b) Sistemas de firma elec-
trónica para la actuación administrativa automatizada; c) Firma electró-
nica del personal al servicio de las Administraciones Públicas; d) Intercambio
electrónico de datos en entornos cerrados de comunicación, conforme a lo
específicamente acordado entre las partes.

38 Ha de entenderse seguridad como fiabilidad e integridad desde
un punto de vista técnico, ya que la seguridad de las comunicaciones elec-
trónicas desde un punto de vista jurídico viene establecida en el conjunto
de normas que configuran cada régimen jurídico sectorial pero cuyo marco
común de referencia se encuentra en la Ley 34/2002, de 11 de julio, de ser-

vicios de la Sociedad de la Información y de comercio electrónico. En su
momento fue difícil encontrar el soporte jurídico de la firma electrónica en
las meras disposiciones programáticas del art. 45 de la Ley 30/1992 o el Real
Decreto 263/1996, de 16 de febrero, que se dictaron antes de aparecer la
firma electrónica, continuando éste último, después de su modificación
por el reciente Real Decreto 209/2003, de 21 de febrero, sin contener ninguna
referencia explícita al uso de la firma electrónica por los órganos adminis-
trativos. Para encontrarlas, se debía acudir a las normas sectoriales de muy
bajo rango que regulan los procedimientos telemáticos en el ámbito tri-
butario, de la Seguridad Social o del Ministerio de Economía o a la nueva
disposición adicional 18.a de la Ley 30/1992, introducida por la Ley 24/2001,
cuyo apartado 4 contiene una referencia genérica y tangencial a la vigente
normativa sobre firma electrónica (disposición derogada por la lae). El uso
de la firma electrónica fue regulado mediante el Real Decreto-ley 14/1999, de
17 de septiembre, sobre Firma Electrónica, fue aprobado con el objetivo
de fomentar la rápida incorporación de las nuevas tecnologías de seguri-
dad de las comunicaciones electrónicas en la actividad de las empresas,
los ciudadanos y las Administraciones pública e implementaba en el orde-
namiento público español la Directiva 1999/93/ce del Parlamento Euro-
peo y del Consejo, de 13 de diciembre de 1999, por la que se establece un
marco comunitario para la firma electrónica, incluso antes de su promul-
gación y publicación en el doce. Con posterioridad se promulgó la Ley
59/2003, de 19 de diciembre, de la Firma Electrónica, con el objeto de refor-
zar el marco jurídico existente incorporando a su texto algunas noveda-
des respecto del Real Decreto-ley 14/1999 que contribuirán a dinamizar el
mercado de la prestación de servicios de certificación.



lo 20 de la lae).39 En su virtud, la gestión electrónica de documentos administrativos
del proceso electoral debería estar regulada por una norma que cumpla los requisitos
establecidos en el artículo 39 de la citada lae y los artículos 118 a 120 de la loreg, admi-
tiendo que en ningún caso podría afectar al principio de participación e igualdad que
rigen el proceso electoral.

Un segundo espacio electrónico podría ser la utilización de la firma electrónica en
las aplicaciones de uso específico de la Junta Electoral. Por ello, una propuesta de migra-
ción a «lo electrónico» podría incluir, con carácter indicativo, un conjunto de actua-
ciones (las convocatorias; la remisión de órdenes del día; propuestas de resolución y de
acuerdos a adoptar; informes; etc.) relativos a la formación de la voluntad de los órga-
nos colegiados (artículos 18 loreg y 23.1.b) de la Ley 30/1992), que podrían realizarse
con la firma electrónica como medio de autenticación y serían compatible con las
insuficiencias detectadas en la loreg respecto al régimen de funcionamiento de los órga-
nos colegiados por la doctrina académica (Pascua Mateo 2007, p. 144).

No obstante, la aplicabilidad de las disposiciones sobre el funcionamiento electrónico
de órganos colegiados que recoge el artículo 20 y la Disposición Adicional Primera de
la lae es cuestionada (Cerrillo 2008, p. 538) pues no es evidente que los integrantes
de un órgano colegiado detenten un derecho o una obligación en esta materia. Destaca
este autor la regulación de esta problemática en el artículo 37.2 de la Ley de Adminis-
tración Electrónica de Navarra.40

Un tercer ámbito de extensión sería la oferta de la firma electrónica avanzada o la
invitación a la utilización del dni electrónico a los interlocutores de las candidaturas
(representantes y administradores) para sus comunicaciones con la Junta Electoral,
en base al artículo 14 a 16 y 23 a 23 de la lae, y las comunicaciones y notificaciones de
ésta a los otros de acuerdo con los artículos 28 y 29 de la lae.

Dando por superado el debate sobre la aplicabilidad a la Administración electo-
ral de la lae, en ésta se dispone que las Administraciones públicas, con el objeto de
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39 Respecto a los entornos cerrados administrativos, el artículo 20
LAE dispone que los documentos electrónicos transmitidos en entornos
cerrados de comunicaciones establecidos entre Administraciones Públi-
cas, órganos y entidades de derecho público, serán considerados válidos a
efectos de autenticación e identificación de los emisores y receptores en las
condiciones siguientes: a) Cuando los participantes en las comunicaciones
pertenezcan a una misma Administración Pública, ésta determinará las
condiciones y garantías por las que se regirá que, al menos, comprenderá
la relación de emisores y receptores autorizados y la naturaleza de los datos
a intercambiar; b) Cuando los participantes pertenezcan a distintas admi-
nistraciones, las condiciones y garantías citadas en el apartado anterior se
establecerán mediante convenio. En todo caso, establece la Ley, deberá
garantizarse la seguridad del entorno cerrado de comunicaciones y la pro-
tección de los datos que se transmitan.

40 La Disposición Adicional primera de la lae, en relación con la reu-
nión de Órganos colegiados por medios electrónicos, dispone que «[...] los

órganos colegiados podrán constituirse y adoptar acuerdos utilizando
medios electrónicos, con respeto a los trámites esenciales establecidos en
los artículos 26 y el 27.1 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. En la
Administración General del Estado, lo previsto en el apartado anterior se
efectuará de acuerdo con las siguientes especialidades: a) Deberá garanti-
zarse la realización efectiva de los principios que la legislación establece
respecto de la convocatoria, acceso a la información y comunicación del
orden del día, en donde se especificarán los tiempos en los que se organi-
zarán los debates, la formulación y conocimiento de las propuestas y la
adopción de acuerdos; b) El régimen de constitución y adopción de acuer-
dos garantizará la participación de los miembros de acuerdo con las dis-
posiciones propias del órgano; c) Las actas garantizarán la constancia de
las comunicaciones producidas así como el acceso de los miembros al con-
tenido de los acuerdos adoptados.



salvaguardar las garantías de cada procedimiento, podrán establecer condiciones adi-
cionales a la utilización de la firma electrónica en los mismos, por lo que nada impi-
de a las Administraciones electorales adaptar a sus peculiaridades procedimentales
las disposiciones de la citada Ley. En el ámbito electoral deberá observarse lo estable-
cido en la citada Ley para los denominados prestadores de servicios de certificación, cer-
tificados electrónicos, documentos electrónicos, seguridades y garantías.41

5. La protección de los datos de las candidaturas y el deber de conservación

La adecuación de las actividades de la Junta Electoral a la normativa vigente de protección
de datos es uno de los retos tecnológicos cuya realización práctica entraña ciertas difi-
cultades. En principio, esta adecuación debe partir de un análisis de los datos de carác-
ter personal que se gestionan en sus ficheros y expedientes. Habitualmente, las Jun-
tas electorales trabajan con una gran cantidad de información de carácter personal
relativa a las candidaturas, los representantes y los administradores de las mismas,
etc.

Se debe entender de aplicación el artículo 20 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de
diciembre, de protección de datos de carácter personal, que determina que la creación,
modificación o supresión de los ficheros de las Administraciones públicas sólo podrá
hacerse por medio de disposición general publicada en el Boletín Oficial del Estado o en
el Diario oficial correspondiente.42

A fin de dar cumplimiento al mandato de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciem-
bre, citada, respecto de los ficheros de datos de carácter personal gestionados por la
Junta Electoral, y asegurar a los ciudadanos el ejercicio de sus legítimos derechos, sería
aconsejable la adopción de acuerdos relativos a la creación de ficheros en los términos
y condiciones fijados en la Ley Orgánica 15/1999.

Normalmente, el cumplimiento de las disposiciones en materia de protección de
datos en relación con las entradas y salidas de las sedes físicas de las Juntas es garan-
tizada por la propia Institución parlamentaria de turno donde la Junta Electoral auto-
nómica tiene su sede.
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41 Las condiciones adicionales sólo podrán hacer referencia a las
características específicas de la aplicación de que se trate y deberán garan-
tizar el cumplimiento de lo previsto en el artículo 45 de la Ley 30/1992 y la
Ley 11/2007. Estas condiciones serán objetivas, proporcionadas, transpa-
rentes y no discriminatorias y no deberán obstaculizar la prestación de ser-
vicios de certificación al ciudadano cuando intervengan distintas Admi-
nistraciones públicas nacionales o del Espacio Económico Europeo. Las
normas que establezcan condiciones generales adicionales para el uso de
la firma electrónica ante la Administración General del Estado, sus organismos
públicos y las entidades dependientes o vinculadas a las mismas se dicta-
rán a propuesta conjunta de los Ministerios de Administraciones Públicas

y de Ciencia y Tecnología y previo informe del Consejo Superior de Infor-
mática y para el impulso de la Administración Electrónica. La utilización
de la firma electrónica en las comunicaciones que afecten a la información
clasificada, a la seguridad pública o a la defensa nacional se regirá por su nor-
mativa específica. En cierta medida, las normas que se dicten para el uso de
las firma electrónica en este ámbito deberán respetar el marco que se refe-
rencia y dictarse a propuesta de la Presidencia adoptando u acuerdo al res-
pecto por la jec.

42 Ley Orgánica 15/1999, de protección de datos de carácter personal,
boe 298, de 14 de diciembre.



No obstante, a modo de ejemplo, parece necesaria la creación de un Registro deno-
minado de candidaturas, cuya finalidad sería Registro de las Candidaturas y sus repre-
sentantes presentadas a las Elecciones y cuyo nivel de seguridad sería definido como
medio. En el Acuerdo de creación del mismo se hará constar como personas o colecti-
vos sobre los que se pretenda obtener datos de carácter personal o que resulten obli-
gados a suministrarlos a los Representantes de las candidaturas presentadas a las
Elecciones. Normalmente, el procedimiento de recogida de datos será a través de for-
mularios. Desde el punto de vista técnico la estructura básica del fichero será una base
de datos relacional y la descripción de los datos incluidos en el mismo comprendará
los datos de carácter identificativo: nif/cif, nombre y apellidos, cargo en la candida-
tura, nombre de la candidatura, dirección, teléfono, cuenta bancaria, y fotocopia del
dni. En todos los casos, no está prevista la posibilidad de ceder los datos contenidos en
estos ficheros.

El citado Acuerdo deberá contener una mención a que la responsabilidad sobre la
totalidad de los ficheros automatizados de la Junta Electoral corresponde a las misma,
sin perjuicio de la coordinación que corresponda al Secretario de la misma, ante el
cual se ejercerán los derechos de oposición al tratamiento, acceso, rectificación y can-
celación.

De igual modo, en el citado Acuerdo, se deberá mencionar que los gestores de los
ficheros automatizados relacionados adoptarán las medidas necesarias para asegurar
que los datos de carácter personal se utilizarán exclusivamente para las finalidades que
justifican su creación que se concretan en el acuerdo de su creación. Asimismo, deberá
afirmarse que se adoptarán las medidas necesarias para asegurar el cumplimiento por
los usuarios de las medidas de seguridad que se adopten para cada fichero. Por último,
el Acuerdo deberá comunicar que los titulares de los datos incluidos en los ficheros
objeto de esta resolución podrán ejercer sus derechos de acceso, rectificación, cancelación
de los datos y oposición al tratamiento, de acuerdo con lo previsto en al artículo 13 de
la Ley Orgánica 15/1999.

V. Conclusiones

Los nuevos entornos normativos creados en respuesta a los avances de la sociedad de
la comunicación y la información y el desarrollo de principios como el de la buena
administración han establecido una serie de responsabilidades y potencialidades en
la actuación de las Administraciones Públicas y en sus procesos de toma de decisión.

En el ámbito que nos ocupa, esta nueva realidad participativa y normativa no sólo
supone la búsqueda de nuevas comunicaciones entre representantes y representados
a través de las tic y su control por parte de la Administración electoral para el respe-
to de los principios constitucionales que fundamentan el proceso electoral.
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Como es notorio, el desarrollo de las tic exige opciones políticas reales y estrate-
gias de implementación firmes, diseñadas para maximizar beneficios y minimizar los
resultados negativos porque las luces y las sombras se ciernen por igual sobre el futu-
ro del empleo de las nuevas tecnologías en los ámbitos electorales y políticos.

Por ello, en coherencia con el objetivo primordial que se anunciaba al inicio de
estas líneas, este nuevo enfoque normativo y participativo debe resultar útil para abor-
dar ciertas modificaciones determinados aspectos organizativos y funcionales de la
administración electoral. En este sentido, se ha concluido la necesidad de reflexionar
sobre los cambios que se podrían operar en las Juntas electorales autonómicas, como
parte de la Administración Electoral a través del prisma de las nuevas tecnologías, y con
que instrumentos jurídicos deberían articularse siempre que redunden en potenciar
el respeto a los principios de participación e igualdad y la celeridad propia que requie-
re el proceso electoral.

Para evitar el riesgo de identificar unos objetivos no realizables, este proceso pasa-
ría, junto a la cuestión de la sede electrónica, por las posibilidades que ofrece la firma
electrónica en el funcionamiento ordinario de la propia Junta Electoral y la creación
de su Registro electrónico en el marco proceso electoral con los requisitos de seguri-
dad, de autenticidad y de protección de datos establecidos en el Ordenamiento jurídico
vigente.

En definitiva, restaría identificar el tipo de norma adecuada para regular cada una
de estas nuevas funcionalidades o instrumentos técnicos. En el caso de la protección
de datos, la adopción de un Acuerdo por la Junta Electoral parece suficiente y cohe-
rente con las disposiciones vigentes en materia de protección de datos. En el caso de
la identificación de la sede electrónica y la creación del registro electrónico la cuestión
no está tan nítida pero, en función de los principios de autonomía y publicidad, cabría
sustentar ambos actos en un Acuerdo de la propia Junta, sin perjuicio de las actuacio-
nes contables o de gestión que se deban adoptar en el ámbito del Gobierno o Parla-
mento Autonómico que sostiene a la citada Junta.
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